proyecto de comunicación

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo tome las siguientes acciones con respecto del llamado a concurso o adjudicación directa de frecuencias de radiodifusión en FM (Frecuencia Modulada), fijado por las Resoluciones Nºs. 16/99 y 79/99 del COMFER, Decretos Nºs. 310/98 y 2/99 del Poder Ejecutivo Nacional y Resolución Nº 2344/98 de la Secretaría de Comunicaciones de la Nación:

A. Solicitar al P.E.N., la Comisión Nacional de Comunicaciones, la Secretaría de Comunicaciones y el COMFER se prorroguen en la Provincia de Santa Fe el procedimiento de llamado a concurso o adjudicación directa de frecuencias de radiodifusión en FM (Frecuencia Modulada) fijado por las normas indicadas precedentemente;

B. Solicitar a los organismos estatales mencionados en el punto A. del presente, no realicen ningún acto que afecte la situación existente respecto a las radiodifusoras que operan en el territorio de la Provincia de Santa Fe y concertar nuevas condiciones en que se realizarán aquellos concursos o adjudicaciones.

Señor Presidente:


El Poder Ejecutivo Nacional y los organismos responsables de la radiodifusión en Argentina (COMFER y Secretaría de Comunicaciones de la Nación), han llamado a concurso o adjudicación directa de frecuencias de radiodifusión por medio de disposiciones que afectan derechos y garantías constitucionales fundamentales.


Estas medidas se han dispuesto desconociendo el principio constitucional de libertad de prensa y lesionando los derechos de las provincias –en este caso de Santa Fe– y de las emisoras que allí se desempeñan, restringiendo arbitrariamente su potestad de ejercer una actividad lícita (art. 14, 19, 28 C.N.).


Se ha tomado como pretexto de que no se ha dictado la tan esperada y demorada ley nacional de radiodifusión.


La medida cuestionada afecta, además, el derecho al trabajo y al comercio libre, ya que pretende que se establezca que la radiodifusión sólo se halle conformada como actividad lucrativa a desarrollarse por sociedades comerciales, excluyendo a las hoy llamadas ONG (Organizaciones No Gubernamentales) que tanta solidaridad demuestran al servicio de los intereses del país y en especial de los que menos poseen.


Ello significa que mientras en 1996 se permitía el registro e instalación de nuevas emisoras, este Decreto ordena su cierre bajo apercibimiento de no registrarlas ni otorgarles licencia.


En el caso que nos ocupa se faculta al COMFER a:

– Determinar un gravamen fijo;

– Establecer las localizaciones radioeléctricas de categorías de más de 1 kw que serán sometidas a concurso. Esto ha arrastrado al desastre a estaciones más chicas que funcionan en el mismo canal o adyacentes, porque –aunque pueden ser asignadas a demanda– la ubicación de una estación de potencia mayor puede perjudicar su derecho;

– Dictar normas complementarias;

– Se advierte que no hay pautas para la determinación de los pliegos ni queda explícito el destino de quienes se presentaron ante la SECOM por la Res. 142.


Lo que el Estado Nacional hace respecto a las frecuencias es violentar estos principios, pues desde la década del 70 a la fecha, los únicos que han podido acceder legítimamente a medios de comunicación social han sido:

a.– Quienes cuentan con el poderío económico suficiente para participar en el proceso de privatización de los medios administrados por el Estado. (ley 23.696)

b.– La iglesia católica (decreto 909/91 por el cual se adjudican emisoras a los obispados en forma directa).


La ley 23.696 había logrado erradicar la clandestinidad y el PEN ha promovido su reaparición por no permitir que los ciudadanos ejerzan sus derechos constitucionales.


Sentado ello, toda la atención que esta materia requiere y le confiere real gravedad, es que, a través de una norma de rango inferior, de una orden basada en decretos aún incumplidos por el propio Estado, se está atentando contra un precepto de rango constitucional, tal como es la libertad de prensa.


Las radioemisoras de FM que actúan en el territorio provincial, a través de sus informativos, sus programas de opinión, sus columnistas, han venido desarrollando una tarea muy vinculada a la vida misma de su comunidad. No hay comunidad que se estructure sin comunicación y no en vano ambos términos tienen una raíz común.


Siempre es contrario al espíritu republicano el cierre compulsivo de medios. Pero reviste una especial gravedad cuando se obliga de esa forma al sometimiento a un régimen de dudosa legalidad y constitucionalidad, restrictivo en su concepción y mísero en la adjudicación de posibilidades de instalación, tanto por vía de la cantidad de frecuencias previstas como por las condiciones casi imposibles de cumplimentar.


Además, hay que estimar cuánta dificultad tiene un radiodifusor de baja potencia para alcanzar los costos de los pliegos y trámites que fija la Res 016/99 CFR como para además exigirle estudios técnicos que demuestren que el espectro está sub explotado.


A nuestro criterio, este cúmulo de cuestionamientos son determinantes como para que este Plan sea considerado violatorio de la libertad de prensa, e incurso en las previsiones de censura indirecta prevista por la CADH en el art. 13.3 por obstaculizar el ejercicio del derecho de recibir, difundir e investigar informaciones y opiniones.

Hugo Alberto Bearzotti

